
MINISTERIO DE LA JUSTICIA Y EL DERECHO

DECRETO NUMERO 2150 DE 1995 
(Diciembre 5)

por  el  cual  se  suprimen  y  reforman  regulaciones,  procedimientos  o  trámites  
innecesarios existentes en la Administración Pública.

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,

en ejercicio de las facultades extraordinarias que le confiere el artículo 83 de la Ley  
190 de 1995, oída la opinión de la Comisión prevista en dicho artículo, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 83 de la Constitución Política señala que las actuaciones de los  
particulares y  de las autoridades públicas deben ceñirse a los postulados de la  
buena fe, la cual se presume en todas las gestiones que aquéllos adelanten ante  
éstas;

Que el artículo 84 de la Constitución Política señala que cuando un derecho o una  
actividad hayan sido reglamentados de manera general, las autoridades públicas no  
podrán establecer ni exigir permisos, licencias o requisitos adicionales;

Que el artículo 209 de la Constitución Política señala que la función administrativa  
está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los  
principios de igualdad, moralidad y eficacia,  economía, celeridad, imparcialidad y  
publicidad,  mediante  la  descentralización,  delegación  y  desconcentración  de  
funciones;

Que el artículo 333 de la Constitución Política garantiza la libertad económica para  
cuyo ejercicio determina que nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin  
autorización de la ley y consagra la libre competencia como un derecho de todos;

Que el artículo 83 de la Ley 190 de 1995, "por la cual se dictan normas tendientes a  
preservar la moralidad en administración pública y se fijan disposiciones", con el fin  
de facilitar las relaciones entre el Estado y los ciudadanos y erradicar la corrupción  
administrativa, facultó al Gobierno por el término de seis meses para expedir normas  
con fuerza de ley para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos o trámites  
innecesarios, existentes en la administración pública, y

Que es voluntad del Gobierno, en cumplimiento de los fines esenciales del Estado,  
promover  la  prosperidad  general  y  garantizar  la  efectividad  de  los  principios,  
derechos y deberes consagrados en la Constitución, mediante la eliminación de toda  
regulación, trámite o requisito que dificulte el ejercicio de las libertades ciudadanas,



DECRETA:

CAPITULO II

RECONOCIMIENTO DE PERSONERIAS JURIDICAS

Artículo  40.   SUPRESIÓN  DEL  RECONOCIMIENTO  DE  PERSONERÍAS  
JURÍDICAS.  Suprímese el  acto  de reconocimiento  de personería  jurídica de las  
organizaciones  civiles,  las  corporaciones,  las  fundaciones,  las  juntas  de  acción  
comunal y de las demás entidades privadas sin ánimo de lucro.

Para la obtención de su personalidad, dichas entidades se constituirán por escritura  
pública o documento privado reconocido en el cual se expresará, cuando menos, lo  
siguiente:

1.  El  nombre,  identificación  y  domicilio  de  las  personas  que  intervengan  como  
otorgantes.

2. El nombre.

3. La clase de persona jurídica.

4. El objeto.

5. El patrimonio y la forma de hacer los aportes.

6. La forma de administración con indicación de las atribuciones y facultades de  
quien tenga a su cargo la administración y representación legal.

7. La periodicidad de las reuniones ordinarias y los casos en los cuales habrá de  
convocarse a reuniones extraordinarias.

8. La duración precisa de la entidad y las causales de disolución.

9. La forma de hacer la liquidación una vez disuelta la Corporación o Fundación. 

10. Las facultades y obligaciones del Revisor Fiscal, si es del caso.

11. Nombre e identificación de los administradores y representantes legales.

Las entidades a que se refiere este artículo, formarán una persona distinta de sus  
miembros o fundadores individualmente considerados, a partir de su registro ante la  
Cámara de Comercio con jurisdicción en el domicilio principal de la persona jurídica  
que se constituye.



Parágrafo.  Con  sujeción  a  las  normas  previstas  en  este  capítulo,  el  Gobierno  
Nacional  reglamentará la  forma y  los  plazos dentro  de los  cuales  las  personas  
jurídicas de derecho privado actualmente reconocidas se inscribirán en el registro  
que lleven las cámaras de comercio.

Artículo  41.   LICENCIA O  PERMISO DE  FUNCIONAMIENTO.  Cuando  para  el  
ejercicio o finalidad de su objeto la ley exija obtener licencia de funcionamiento, o  
reconocimiento de carácter oficial, autorización o permiso de iniciación de labores,  
las  personas  jurídicas  que  surjan  conforme a  lo  previsto  en  el  artículo  anterior,  
deberán cumplir con los requisitos previstos en la ley para ejercer los actos propios  
de su actividad principal.

Artículo 42.  INSCRIPCIÓN DE ESTATUTOS, REFORMAS, NOMBRAMIENTOS DE  
ADMINISTRADORES, LIBROS, DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN. Los estatutos y sus  
reformas,  los  nombramientos  de  administradores,  los  libros,  la  disolución  y  la  
liquidación de las personas jurídicas formadas según lo previsto en este capítulo, se  
inscribirán en la Cámara de Comercio con jurisdicción en el domicilio principal de la  
persona jurídica en los mismos términos,  tarifas y  condiciones previstos para el  
registro de actos de las sociedades comerciales. 

Para la inscripción de nombramientos de administradores y revisores fiscales se  
requerirá la aceptación previa de las personas designadas.

Artículo  43.   PRUEBA DE  LA EXISTENCIA Y  REPRESENTACIÓN LEGAL.  La  
existencia y la representación legal de las personas jurídicas de derecho privado a  
que se refiere este capítulo, se probará con certificación expedida por la Cámara de  
Comercio competente,  la cual  llevará el  registro de las mismas,  con sujeción al  
régimen previsto para las sociedades comerciales y en los mismos términos, tarifas y  
condiciones que regulan sus servicios.

Artículo 44.  PROHIBICIÓN DE REQUISITOS ADICIONALES. Ninguna autoridad  
podrá exigir requisito adicional para la creación o el reconocimiento de personas  
jurídicas a las que se refiere este capítulo. 

Artículo 45.  EXCEPCIONES. Lo dispuesto en este capítulo no se aplicará para las  
instituciones de educación superior; las instituciones de educación formal y no formal  
a que se refiere la Ley 115 de 1994; las personas jurídicas que prestan servicios de  
vigilancia  privada;  las  iglesias,  confesiones  y  denominaciones  religiosas,  sus  
federaciones y confederaciones y asociaciones de ministros; las reguladas por la Ley  
100  de  Seguridad  Social,  los  sindicatos  y  las  asociaciones  de  trabajadores  y  
empleadores; partidos y movimientos políticos; cámaras de comercio y las demás  
personas jurídicas  respecto  de  las  cuales  la  ley  expresamente  regule  en  forma  
específica su creación y funcionamiento, todas las cuales se regirán por sus normas  
especiales.



CAPITULO XV

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO NACIONAL DE COOPERATIVAS

Artículo 143.  CONSTITUCIÓN DE ENTIDADES DE NATURALEZA COOPERATIVA,  
FONDOS  DE  EMPLEADOS  Y  ASOCIACIONES  MUTUAS.  Las  entidades  de  
naturaleza cooperativa, los fondos de empleados y las asociaciones mutuales, así  
como sus organismos de integración y las instituciones auxiliares del cooperativismo,  
son entidades sin ánimo de lucro y se constituirán por escritura pública o documento  
privado, el cual deberá ser suscrito por todos los asociados fundadores y contener  
constancia acerca de la aprobación de los estatutos de la empresa asociativa.

Parágrafo. Las entidades de que trata el presente artículo formarán una persona  
distinta de sus miembros individualmente considerados, cuando se realice su registro  
ante la Cámara de Comercio con jurisdicción en el domicilio principal de la empresa  
asociativa, el fondo de empleados o la asociación mutua. 

Artículo 144.  REGISTRO EN LAS CÁMARAS DE COMERCIO. La inscripción en el  
registro de las entidades previstas en el  artículo anterior,  se someterá al  mismo  
régimen previsto para las demás entidades privadas sin ánimo de lucro, contenido  
en el Capítulo II del Título I de este Decreto.

Artículo  145.   CANCELACIÓN  DEL  REGISTRO  O  DE  LA  INSCRIPCIÓN.  El  
Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas podrá ordenar, en cualquier  
momento, la cancelación del registro de una entidad bajo su competencia o de la  
inscripción en el mismo de los nombramientos de los miembros de sus órganos de  
dirección y administración, revisores fiscales, en caso de advertir que la información  
presentada para su inscripción no se ajusta a la realidad o a las normas legales o  
estatutarias.

Artículo 146.  REFORMAS ESTATUTARIAS. A partir  de la vigencia del presente  
decreto, la reformas de estatutos de las cooperativas y demás organismos vigilados  
por  el  Dancoop  no  requerirán  ser  autorizadas  por  parte  de  ese  organismo,  sin  
perjuicio de las demás autorizaciones especiales que éste debe otorgar de acuerdo  
con sus facultades. Sin embargo, las reformas estatutarias deberán ser informadas a  
ese  Departamento  tan  pronto  sean  aprobadas,  para  el  cumplimiento  de  sus  
funciones  y  para  que  pueda  ordenar  las  modificaciones  respectivas  cuando  las  
reformas se aparten de la ley.

Artículo 147.  ELIMINACIÓN DEL CONTROL CONCURRENTE. Las facultades de  
control  y  vigilancia  por  parte  del  Departamento  Administrativo  Nacional  de  
Cooperativas no podrán ejercerse respecto de entidades y organismos cooperativos  
sujetas al control y vigilancia de otras superintendencias.

Artículo 148.  Con sujeción a las normas previstas en este capítulo, el Gobierno  
Nacional reglamentará la forma y los plazos dentro de los cuales las entidades de  



naturaleza  cooperativa,  los  fondos  de  empleados  y  las  asociaciones  mutuas  
actualmente reconocidas se inscribirán en el  registro que lleven las cámaras de  
comercio.

TITULO III

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 150.  AFECTACIÓN. Nada de lo dispuesto en el presente decreto afectará  
las disposiciones vigentes cuando las regulaciones, trámites o procedimientos se  
encuentren consagrados en códigos, leyes orgánicas o estatutarias.

Artículo 151.  SANCIONES. El desconocimiento de las obligaciones impuestas a los  
servidores  públicos  en  el  presente  Decreto  será  considerado  falta  gravísima,  
sancionable conforme a lo dispuesto en el Código Disciplinario Unico.

Artículo 152.  VIGENCIA. Las normas contenidas en el presente Decreto entrarán a  
regir a partir de su publicación, con excepción de las contenidas en el Capítulo II del  
Título I y en el  Capítulo XV del Título II,  las cuales entrarán a regir tres meses  
después de la fecha de dicha publicación en el DÍARIO OFICIAL. 

(Se compilan sólo las disposiciones pertinentes).
.


